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agrega que también es vital 

monitorear la situación. 

Hablar y el valor 
de los gestos 

Conversar sobre el inci- 

dente es algo en lo que coin= 

cidieron las expertas, pero 

sugirieron tener presente 

ciertos aspectos. 

“El paso previo para poder 

comunicar lo ocurrido es que 

la persona tenga la necesidad 

de hacerlo y no se vea obli- 

gada por otras circunstancias 

ajenas a su propia voluntad”, 

enfatiza Araya. 

Y si bien hablar es reco- 

mendable, añade que se debe 

ser consciente de lo que se 

espera, ya que “si tengo unas 

altas expectativas puestas en 

que el dolor se irá, o que mis 

amigos se comportarán de 

determinada manera, es po- 

sible que necesitemos ajustar 

antes esas expectativas para 

queno se terminen volviendo 

en nuestra contra”, grafica. 

En el ámbito institucional, 

para las expertas es crucial 

que se generen canales de 

comunicación transparentes 

al interior de las organizacio- 

nes, que informen sobre lo 

ocurrido sin generar alarma 

ni omitir detalles relevantes. 

“La comunicación debe ser 

clara, empática y contener 

elementos de reparación. No 

basta con explicar lo técnico 

del accidente o incidente, 

también es necesario hablar 

sobre lo que se está haciendo 

para cuidar a las personas, 

prevenir nuevos hechos y 

restablecer la confianza co- 

lectiva”, afirma Ossandón. 

A su juicio, el acompaña- 

miento de psicólogos labo- 

rales o especialistas en crisis 

es clave y se deben respetar 

los tiempos y emociones 

de los equipos, “evitando 

presiones indebidas para 

retomar funciones o para 

“seguir como si nada””. 

León, por su lado, señala 

que el reconocimiento de los 

hechos de manera explícita y 

la implementación de algún 

gesto, ritual u homenaje 

son acciones aconsejables 

que generan en los equipos 

alivio y seguridad. Asimis- 

mo, destaca que el mensaje 

respecto de la importancia 

de detectar fallas y respon- 

sabilidades debería poner 

énfasis en la prevención de 

futuras desgracias antes que 

una entonación punitiva. 

“El silencio institucional 

puede aumentar el impac- 

to negativo de la situación 

estresante o traumática”, 

enfatiza León. 

HH El documento 
también reitera 
que las empresas 
deben optar por 
investigadores con 
formación en temas 
acoso y género. 

POR CAROLINA LEÓN 

La Dirección del Trabajo (DT) 

emitió un dictamen para aclarar 

dudas que persisten sobre la nor- 

ma que busca erradicar el acoso y 

la violencia en el mundo laboral, 

conocida como Ley Karin. 

Por ejemplo, respecto a la posi- 

bilidad de que la persona desista de 

una denuncia, el servicio dijo que ni 

la nueva legislación -que cumplió un 

año en vigencia- ni su reglamento 

contemplan dicha situación. 

Sin embargo, el texto añadió que 

“atendiendo a que la investigación 

se inicia por denuncia de la persona   
  

publica nuevo 
dictamen y aclara 
que trabajadores si 
pueden desistir de 
sus denuncias 

    

  

DT 

afectada o por otra persona que actúa 

en su representación, bien puede 

optar por un desistimiento”. 

Sin perjuicio de lo anterior, la DT 

agregó que “el desistimiento debe 

constar por escrito y ser realizado de 

forma tal que refleje con claridad la 

voluntad manifestada por la persona 

afectada”. 

El servicio también se refirió a 

las características y calidad de los 

investigadores de las denuncias. 

Al respecto, la DT interpreta que, 

si bien la norma no exige un grado 

académico o estudios en particular, 

en caso de existir personas que al 

interior de la empresa cuenten con 

la debida formación —diplomados 

o cursos relativos a la materia—, el 

empleador deberá preferir desig- 

narlas versus otras sin ese perfil. 

Los conocimientos, en particular, 

podrán acreditarse a través de cer- 
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tificaciones emitidas por entidades 

educativas reconocidas por el Estado. 

Otra duda que aclaró el servicio 

es si existe la posibilidad de generar 

incentivos o morigerar las multas a 

las empresas diligentes en el cum- 

plimiento normativo y preventivo 

de la legislación. 

Sobre esto, la DT contestó que, a la 

fecha, “no existe norma especial que 

establezca beneficios respecto de las 

multas cursadas por este servicio a 

una empresa o sellos que acrediten 

buen trato dentro de ellas. Lo an- 

terior no obsta a que, a futuro, las 

instituciones competentes puedan 

determinar su implementación”. 

Ante la consulta respecto de sies 

posible que la DT ilustre cuáles son 

las medidas de resguardo adecuadas 

y su proporcionalidad, con el objetivo 

de su correcta aplicación por parte 

de los empleadores, el servicio dijo 

que no resulta posible pronunciarse 

“de forma genérica”, “puesto que 

la aplicación de una medida debe 

ser analizada caso a caso”. 

      

Una deuda 
Para el abogado socio de GNP Ca- 

nales, Carlos Gutiérrez, el dictamen 

confirma dos temas clave. “Primero, 

queya no basta con la buena voluntad 

del investigador. El empleador debe 

designar a alguien con formación 

acreditada en género y derechos 

fundamentales. La Dirección del 

Trabajo incluso ha rechazado inves- 

tigaciones por no adjuntar títulos o 

certificaciones, a pesar de que la ley 

habla de una preferencia, no de una 

obligación”, dijo. 

Esto, a su juicio, aunque puede 

parecer razonable, “vuelve a per- 

judicar a las PYME y refuerza una 

tendencia preocupante: legislar por 

vía administrativa”. 

En segundo lugar, si bien “ahora 

se aclara que la víctima puede de- 

sistirse del procedimiento, siem- 

pre que sea por escrito, sigue sin 

abordarse una protección efectiva 

para el denunciado ante posibles 

denuncias infundadas. Es una deuda 

pendiente”. 

  

    
    

Ingresos laborales vuelven a frenarse 
  

      
El Según datos de la CCS, en 

el quinto mes del año se 
perdieron 63 mil plazas en el 
aparato estatal. 

El empeoramiento de los indicadores del 

mercado laboral, como la generación de puestos 

de trabajo, también ha tenido su correlato en 

la evolución de los ingresos que perciben los 

trabajadores chilenos. 

Aquello se mide a través de la masa salarial, que 

refleja el total de ingresos laborales obtenidos 

por los trabajadores remunerados, la que es un 

componente clave para el análisis del consumo 

privado y el ahorro en la economía. 

El indicador, calculado por la Cámara de 

Comercio de Santiago (CCS), se expandió 4,7% 

durante mayo frente al mismo período de 2024, 

el nivel más bajo de los últimos dos años y ale- 

jándose de los desempeños sobre el 7% de fines 

del año pasado. Esto implica una reducción de 

dos décimas en relación a abril. 

En el quinto mes del año, se consolidó la ten- 

dencia a una mayor destrucción de empleo en el 

sector de la administración pública. 

En el ámbito estatal, de hecho, la baja fue de 

8,1%, seguido por números rojos en transporte y 

almacenamiento (-7,2%), construcción (-3,5%) 

y comercio (-1,3%). 

La administración pública acumula tres me- 

ses consecutivos de contracción. En términos 

absolutos, el número de asalariados del ámbito 

estatal -que incluye tanto al Gobierno Central 

como a empresas estatales- se redujo en 63.300 

personas en 12 meses, situándose en torno alos 

1,1 millones. 

Frente a esto, los mayores avances de plazas 

laborales se verificaron en servicios de aloja- 

miento y comida (11,2%), seguidos por actividades 

financieras y de seguros (10,4%) y minería (9,9%).
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